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1. UNA VISIÓN POSITIVA DE LA NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA EMPRESARIAL 

La negociación colectiva empresarial se ha contemplado 
durante los últimos años con mucha desconfianza, por 
verse como una forma de deteriorar los salarios a través de 
negociaciones con débiles representantes de los 
trabajadores en este ámbito empresarial. El perfil típico es 
el de convenios en empresas pequeñas, incluso 
microempresas, que intentan evitar los niveles retributivos 
más elevados pactados en los convenios colectivos 
sectoriales, o bien en las empresas contratistas, que 
intentan evitar aplicar el convenio colectivo de la empresa 
principal, del mismo modo con niveles salariales superiores. 
Y, en efecto, ésta es una realidad indiscutiblemente cierta, 
que no refleja una auténtica negociación colectiva 
empresarial, pues, en el fondo, se trata en la práctica de una 
imposición por la empresa de condiciones salariales a la 
baja, que se formaliza a través de pactos con 
representantes de los trabajadores discutibles en cuanto a 
su real representatividad.  

La reforma laboral de finales del año 2021 pretendió atajar 
estas prácticas abusivas eliminando la prioridad aplicativa 
del convenio de empresa en materia salarial, pero ha sido 
una solución parcial, pues no garantiza ni elimina por 
completo los riesgos de precariedad salarial, pues en su 
lugar se aplica la preferencia aplicativa del anterior en el 
tiempo (SSTS 29 de enero de 2025, rec. 202/2024, 
ECLI:ES:TS:2025:407; 18 de diciembre de 2025, rec. 
158/2024, ECLI:ES:TS:2025:6035), que también puede ser 
el convenio empresarial débil. Ni siquiera sería 
recomendable que se estableciera, de contrario, la 
preferencia del convenio sectorial, dado que existen otros 
muchos supuestos en los que el convenio de empresa viene 
a fijar retribuciones superiores al sectorial. Más aún, 
estadísticamente los convenios empresariales presentan 
niveles superiores a los sectoriales. El asunto es complejo, 
porque la solución tiene que atender a la variedad de 
situaciones que se pueden presentar en la práctica. La 
respuesta tampoco debería ser la sencilla aplicación del 
convenio más favorable para los trabajadores, ya que esto 
podría provocar un constante peregrinaje negocial; en 
forma de picaflor se iría de un ámbito de negociación a otro, 
con las correspondientes dificultades de programación y de 
inseguridad jurídica. Sería necesario buscar una fórmula 
que evite ese peregrinaje convencional, de ir como la pelota 
de ping pong de un campo a otro, pero también superando 
la preferencia del convenio más antiguo, que es la actual, 
con riesgos de aplicar siempre el de niveles salariales 
peores. Por ello, la respuesta más acertada puede ser la de 
que los acuerdos interprofesionales establezcan el criterio 
más adecuado en atención a las circunstancias concretas 
que se presentan en cada sector productivo (art. 83.2 ET), 
pues a título de ejemplo diversa es la realidad empresarial 
en la industria química comparada con la hostelería. 

En todo caso, convendría analizar el asunto desde una 
perspectiva más amplia, que vaya más allá de las prácticas 
fraudulentas o ficticias de la negociación empresarial, ya 
que es importante hacer hincapié que se trata de un fraude 
bastante limitado respecto del conjunto de los procesos de 
negociación colectiva y que no refleja en absoluto el reparto 
de protagonismo entre el convenio de empresa y el de 
sector.  

Es cierto que en un panorama donde predomina con mucha 
intensidad la presencia de las micro y pequeñas empresas 
en la estructura económica, el convenio sectorial debe ser 
el centro de referencia principal para fijar salarios y jornada. 
Ello explica que, conforme a los datos del Ministerio de 
Trabajo, en torno al 93 % de los trabajadores se rija por un 
convenio sectorial y los convenios de empresa apenas 
regulan las condiciones del 7 % de los trabajadores. 

Eso sí, los convenios de empresa mantienen una 
importancia que no se puede minusvalorar y, 
especialmente, deben tener un mayor peso entre las 
grandes empresas. Como ejemplo emblemático se puede 
mencionar la negociación muy apropiada desde tiempo 
atrás del sector de fabricación de automóviles, todo él 
regulado por convenios empresariales. Más aún, tal como 
ya se ha indicado, los datos disponibles muestran que, en 
términos generales, los niveles salariales de los convenios 
de empresa son superiores a los de sector, de modo que 
los incrementos salariales pactados a nivel empresarial 
suelen ser medio punto superior al de los convenios 
sectoriales. Del mismo modo que la jornada de trabajo 
pactada es inferior entre los convenios de empresa 
respecto de los de sector, con una diferencia en torno a 50 
horas de trabajo anuales menos en los convenios de 
empresa respecto de los convenios de sector; aunque esto 
puede deberse, en parte, al cómputo dentro de los 
empresariales de los convenios del sector público, con 
jornadas semanales de 37,5 horas por imperativo legal. 

Pero, sobre todo, resulta mucho más significativa la 
posibilidad de desarrollar un reparto de contenidos a 
negociar, unos remitidos a la negociación empresarial y 
otros mantenidos en el ámbito sectorial. A tal efecto es 
decisivo que, si no movemos dentro de procesos negociales 
auténticos con interlocutores sociales fuertes en las mesas 
de negociación, la empresa es un lugar idóneo para pactar 
determinado tipo de condiciones de trabajo. Sobre todo, el 
convenio de ámbito empresarial se adapta mejor a las 
peculiaridades propias de cada organización empresarial y 
a los requerimientos particulares de los trabajadores. 

Cuando la reforma laboral del año 2021 suprimió la 
preferencia aplicativa de los convenios de empresa, lo hizo 
exclusivamente respecto de la materia salarial, uniéndose a 
la jornada de trabajo, para la que ya tampoco se aplicaba la 
preferencia del convenio empresarial. Sin embargo, ha 
resultado muy acertado y oportuno mantener la preferencia 
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del convenio empresarial respecto de otras materias (art. 
84.2 ET). Esas otras materias, donde se mantiene la 
preferencia del convenio empresarial, son precisamente 
aquellas que permiten que se tome en consideración sobre 
todo la superior capacidad de respuesta de los convenios 
empresariales a las peculiaridades de cada organización: 
horario y distribución del tiempo de trabajo, régimen de 
trabajo a turnos, planificación anual de las vacaciones, 
adaptación al ámbito de la empresa del sistema de 
clasificación profesional, adaptación de las modalidades de 
contratación laboral, medidas para favorecer la 
corresponsabilidad y la conciliación entre la vida laboral, 
familiar y personal. 

Más aún, por otras vías se atribuye un importante juego al 
espacio de la negociación empresarial, que debe ser 
explorado al máximo. Ejemplo emblemático lo constituyen 
los planes de igualdad entre mujeres y hombres, que deben 
ser negociados en el ámbito del conjunto de cada empresa 
a partir de 50 trabajadores (art. 45.2 Ley Orgánica 3/2007, 
de 22 de marzo, de igualdad efectiva de mujeres y hombres, 
Modificado por el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo). 
Esta exigencia legal ha provocado procesos de negociación 
colectiva en un elevadísimo número de empresas, en 
muchos casos de empresas que tradicionalmente se rigen 
para el resto de las condiciones de trabajo a través de 
convenios sectoriales. Faltaría fijar en esta materia reglas 
claras de concurrencia de los planes de igualdad con los 
convenios colectivos sectoriales tradicionales, donde el 
silencio legal al respecto hasta ahora no ha provocado 
litigiosidad, pero en el futuro no es descartable que puedan 
surgir conflictos.  

Recientemente se están estableciendo otro tipo de planes, 
también a negociar en el ámbito empresarial: planes de 
pensiones del sistema de empleo (Real Decreto Legislativo 
1/2002, de 29 de noviembre), protocolos de garantía de la 
igualdad real y efectiva entre personas LGTBI (Ley 4/2023, 
de 28 de febrero, BOE 1 de marzo; Real Decreto 
1026/2024, de 8 de octubre, BOE 9 de octubre), planes de 
movilidad sostenible al trabajo en el sector público (art. 26 
Ley 9/2025, de 3 de diciembre, de movilidad sostenible). 
Incluso cabría mencionar, aunque no tengan que ser 
necesariamente negociaciones empresariales, los 
protocolos de actuación que recojan medidas de prevención 
de riesgos frente a catástrofes y otros fenómenos 
meteorológicos adversos (art. 85.1 p 3 ET). 

Existen otros supuestos menos conocidos, en los que la 
normativa, en ausencia de previsión por el convenio 
colectivo, se remite a la negociación de acuerdos de empresa 
para concretas materias, que suelen dar mucho juego en la 
práctica: modelo de recibo de salario (art. 29.1 p. 3 ET), 
régimen de la segunda paga extraordinaria (art. 31 ET), 
jornada irregular (art. 34.2 p. 1 ET), la compensación por 
exceso o por defecto entre la jornada realizada y la pactada 
(art. 34.2 p. 3 ET), el incremento de la jornada máxima diaria 
establecida legalmente (art. 34.3 p. 2 ET), la organización y 
registro de la jornada de trabajo (art. 34.9 p. 2 ET), la 
adaptación de las condiciones de trabajo de las víctimas de 
violencia de género, de violencia sexual o de terrorismo (art. 
37.8 p. 2 ET), el régimen de disfrute de los permisos 
retribuidos por fuerza mayor para atender a familiares (art. 
37.9 p. 2), el porcentaje de presencialidad en el trabajo a 
distancia (disp. adic. 1ª Ley 10/2021, de 9 de julio). 

Más allá de esto, poco conocido es el hecho de que, en 
muchas empresas, sobre todo de medianas y grandes 
dimensiones, a las que se les aplica un convenio sectorial 
(industrias químicas, entidades financieras, de seguros, 
etc.), se desarrollan procesos de negociación informal en la 
empresa para establecer fórmulas de adaptación de ciertas 
condiciones de trabajo a las condiciones de este tipo de 
organizaciones empresariales. Se trata de procesos 
negociales que no se recogen en las cifras estadísticas, 
pero que, en la práctica, presentan una enorme 
trascendencia. 

Todo ello, sin olvidar tampoco los importantes desarrollos 
de consultas con los representantes de los trabajadores en 
la empresa ante procesos de restructuración empresarial: 
despidos colectivos (art. 51 ET), ERTES (art. 47 ET), 
modificaciones de condiciones de trabajo (art. 41 ET), 
transmisiones de empresa (art. 44 ET), descuelgues de 
convenios colectivos (art. 82.3 ET). En la práctica se 
convierten en auténticos procesos de negociación colectiva. 

En definitiva, existe una rica relación no conflictiva entre los 
convenios sectoriales y los de empresa o bien acuerdos de 
empresa, que se potencian mutuamente. Todas estas 
realidades de auténtica negociación colectiva empresarial 
conviene potenciarlas y favorecerlas, dado que van mucho 
más allá de las desconfianzas con las que habitualmente se 
analiza el desarrollo de procesos negociales en este ámbito 
empresarial.  

Jesús Cruz Villalón 

Presidente de la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos 

 

2. CONSULTAS DE LA COMISIÓN CONSULTIVA 
NACIONAL DE CONVENIOS COLECTIVOS 

En el ejercicio de las funciones consultivas de la CCNCC, 
se aprueban dictámenes no vinculantes sobre las consultas 
que se plantean en relación con el ámbito funcional de los 
convenios colectivos. Los dictámenes se adoptan 
habitualmente por unanimidad ente los vocales que 
conforman la Comisión Permanente, pero en las ocasiones 
en las que no es posible esa unanimidad, los acuerdos se 
adoptan por mayoría.  

Una vez finalizado el año 2025, destacamos aquellos 
dictámenes que han sido adoptados en dicho año y que 
consideramos de mayor interés:  

Consulta 2025/6: Convenio colectivo aplicable a una 
empresa especializada en la fabricación de una variedad de 
artículos religiosos y de devoción. Su gama de productos 
incluye medallas, artículos de recuerdo religiosos, 
orfebrería, bordados, velas y cirios de Nazarenos. 

La empresa se destaca por su dedicación a la artesanía del 
metal y otros materiales, creando piezas de alta calidad que 
reflejan la tradición y la devoción características de la 
región. Entre los artículos que fabrican, podemos destacar 
medallas, cordones porta medallas, llaveros, insignias de 
solapa, placas y metopa, trofeos e imágenes. 

La Comisión Permanente de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos, en su reunión celebrada 
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el 22 de mayo de 2025, acuerda por unanimidad informar 
que la actividad que desarrolla la empresa […] tiene cabida 
dentro del Convenio colectivo del Sector Industrial 
Siderometalúrgicas de la provincia de Sevilla (código 
41002445011982) BOP de 6 de noviembre de 2024, así 
como el IV Convenio Colectivo estatal de la industria, las 
nuevas tecnologías y los servicios del sector del metal 
(código de convenio n.º 99003435011900) y B.O.E de 12 de 
enero de 2022, sin perjuicio de las reglas de preferencia 
aplicativa establecidas en el Estatuto de los Trabajadores. 

Consulta 2025/9: Convenio colectivo aplicable a una 
empresa cuya actividad consiste en la elaboración y 
envasado de velas y artículos de ambientación para su 
posterior venta a tiendas. Concretamente, los productos 
que fabrican son velas (aromáticas y no perfumadas) y 
ambientadores de spray y de varillas. 

La Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos 
según lo establecido en el Real Decreto 1362/2012, de 27 
de septiembre (BOE de 28 de septiembre), la Comisión 
Permanente de la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos, en su reunión celebrada el día 17 de 
julio de 2025, acuerda por unanimidad informar que la 
actividad que desarrolla la empresa […] tiene cabida dentro 
del XXI Convenio colectivo general de la industria química 
(Código de Convenio n.º 99004235011981), publicado en el 
BOE de fecha 17 de febrero de 2025. 

Consulta 2025/21: Convenio colectivo aplicable a una 
empresa que se dedica principalmente, al diseño, desarrollo 
y producción de contenidos interactivos y experiencias 
inmersivas basadas en realidad virtual (en adelante, el 
«VR») y realidad aumentada (en adelante, el «AR»). La 
empresa ofrece también soluciones tecnológicas 
avanzadas para la creación de experiencias multiusuario de 
alta calidad, especialmente dirigidas a clientes de sectores 
como el entretenimiento, la educación, los eventos 
corporativos y otros ámbitos donde se busquen entornos 
virtuales interactivos y personalizados. 

La Comisión Permanente de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos, en su reunión celebrada 
el día 27 de octubre de 2025, acuerda por unanimidad 
informar que la actividad que desarrolla la empresa […] 
tiene cabida dentro del III Convenio colectivo de ámbito 
estatal de la industria de producción audiovisual (técnicos), 
(código nº 99012985012002) y BOE del 6 de abril de 2024. 

Consulta 2025/23: Convenio aplicable a una empresa que 
presta servicios de guardería y alojamiento para perros. 
Esta labor incluye el cuidado básico y atención diaria de los 
animales alojados, garantizando condiciones adecuadas de 
higiene, alimentación, descanso y recreo. 

La Comisión Permanente de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos, en su reunión celebrada 
el día 27 de octubre de 2025, acuerda por mayoría informar 
que la actividad que desarrolla la empresa […] tiene cabida 
dentro del II Convenio colectivo de centros y servicios 
veterinarios (código de convenio: 99100235012020) y BOE 
23 de octubre de 2023. 

Consulta 2025/2025:  Convenio colectivo aplicable a una 
empresa dedicada a la fabricación, montaje, mantenimiento 
alquiler o venta de estructuras metálicas que sirven como 

base de casetas o módulos. Dichas casetas o elementos 
modulares, son utilizados por clientes en lugares muy 
diversos, como oficinas, garitas de seguridad en museos, 
oficinas de control de acceso a instalaciones, laboratorios, 
aulas, vestuarios, como parte de instalaciones de logística, 
en eventos musicales, en obras de construcción, en 
explotaciones ganaderas, en eventos de entidades 
benéficas y otros. 

La Comisión Permanente de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos, en su reunión celebrada 
el día 18 de diciembre de 2025, acuerda por unanimidad 
informar que la actividad que desarrolla la mercantil […] en 
su centro de trabajo de Sevilla, tiene cabida dentro del 
Convenio Colectivo para las Industrias Siderometalúrgicas 
de la provincia de Sevilla (código 41002445011982) y B.O.P 
de 6 de noviembre de 2024, así como en el IV Convenio 
colectivo estatal de la industria, las nuevas tecnologías y los 
servicios del sector del metal (Código de convenio n.º 
99003435011900) y BOE de 12 de enero de 2022, sin 
perjuicio de las reglas de preferencia aplicativa establecidas 
en el Estatuto de los Trabajadores. 

Consulta 2025/26: Convenio colectivo aplicable a una 
empresa cuya actividad principal es la fabricación y 
distribución de productos para el cuidado de lentes de 
contacto y salud ocular.  

La Comisión Permanente de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos, en su reunión celebrada 
el 27 de octubre de 2025, acuerda por unanimidad informar 
que a la actividad que desarrolla […] tiene cabida dentro del 
Convenio colectivo general de la industria química (código 
de convenio n.º 99004235011981) y BOE de 17 de febrero 
de 2025. 

Consulta 2025/27: Convenio colectivo aplicable a una 
empresa cuya a actividad principal de la empresa consiste 
en la creación, diseño, producción y ejecución de proyectos 
de responsabilidad social corporativa (RSC), basado en la 
organización de expediciones de carácter deportivo, cultural 
o social. Estas expediciones son eventos o pruebas 
deportivas orientadas a promover valores como la 
superación personal, la vida saludable, la inclusión y el 
respeto, mediante la participación de colectivos 
especialmente seleccionados. La mayoría de las 
expediciones incluyen pruebas deportivas exigentes (como 
trekking de altura, escalada o ciclismo de montaña). 

La empresa ofrece estos proyectos a empresas 
patrocinadoras que buscan alinear su imagen de marca con 
los valores sociales promovidos en cada proyecto y 
canalizar parte de sus políticas de RSC. 

La Comisión Permanente de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos, en su reunión celebrada 
el día 27 de octubre de 2025, acuerda por unanimidad 
informar que la actividad que desarrolla la empresa […] 
tiene cabida dentro del Convenio colectivo del sector de las 
empresas organizadoras de eventos (código de convenio 
99100305012024) y BOE 20 de diciembre de 2024. 

Consulta 2025/30: Convenio colectivo aplicable a una 
empresa dedicada a la gestión del alquiler turístico de los 
pisos de sus clientes. Por lo tanto, se encargan tanto de 
promocionar la disponibilidad de éstos en los distintos 
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portales de internet y otros medios de difusión, así como de 
la gestión de las reservas (hacer el calendario con los 
distintos pisos según estén ocupados o libres), de poner a 
punto el piso, limpieza, orden, preparar posibles 
preferencias solicitadas por los clientes, etc. y la entrega de 
llaves a la persona que va a ocupar el piso. 

Todas las ocupaciones de los pisos de sus clientes que se 
gestionan son de corta estancia, es decir, por motivo 
vacacional, de trabajo, etc.  

La Comisión Permanente de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos, en su reunión celebrada 
el día 18 de diciembre de 2025, acuerda por unanimidad 
informar que la actividad que desarrolla la mercantil […] 
tiene cabida dentro del Convenio Colectivo para el sector 
de hostelería de Cantabria, para el periodo 2022-2025, 
Código de convenio 39000605011982 (BOC 24 de octubre 
de 2022), así como en el VI Acuerdo Laboral de ámbito 
estatal para el sector de Hostelería –ALEH VI– (Código de 
convenio núm. 99010365011900) y BOE de 10 de marzo 
de2023, sin perjuicio de las reglas de preferencia aplicativa 
establecidas en el Estatuto de los Trabajadores. 

3. CONVENIOS COLECTIVOS SECTORIALES 

ESTATALES PUBLICADOS EN EL PERIODO 1 DE 

NOVIEMBRE DE 2025 AL 31 DE ENERO DE  2026 

Según la base de datos del Registro Electrónico de 
Convenios Colectivos (REGCON) del Ministerio de Trabajo 
y Economía Social, desde el 1 de noviembre de 2025 al 31 
de enero de 2026, se han publicado los siguientes 
convenios colectivos de ámbito sectorial estatal. 

99000155011981 Convenio colectivo de ámbito estatal 
para el sector de agencias de viajes (BOE 5 de 
noviembre de 2025)   

Artículo 2. Ámbito funcional y territorial. 

El presente convenio es de obligatoria aplicación en la 

totalidad de las agencias de viajes, que se dediquen a la 

preparación, contratación, venta o explotación de viajes en 

general por cualquier medio, incluidos los informáticos o 

telefónicos, dentro del territorio del Estado Español. Podrán 

ser negociados en el ámbito autonómico y/o provincial los 

aspectos que expresamente se indican en el mismo con las 

limitaciones señaladas en el artículo 84.3 del Estatuto de 

los Trabajadores. 

El presente convenio colectivo, durante su vigencia, no 

podrá ser afectado por lo dispuesto en convenios colectivos 

de ámbito inferior, salvo en aquellas materias en las que así 

lo permita la legislación laboral vigente. Este convenio será 

por tanto el marco de aplicación obligatoria para todas las 

empresas respecto de aquellas materias que no hayan sido 

reservadas como prioritarias para el convenio de empresa 

según el artículo 84.2 ET, o hayan sido remitidas por el 

propio convenio sectorial a la negociación para acuerdo, 

pacto o convenio en el ámbito de empresa. 

La negociación de convenios de empresa en el sector no 

debe cumplir, por tanto, un papel desestabilizador ni debe 

pretender utilizar dicho ámbito como elemento o fórmula 

para rebajar las condiciones laborales. 

Siendo así, las organizaciones patronales y sociales 

firmantes del presente convenio colectivo, se comprometen 

a no fomentar ni admitir las prácticas citadas que tengan 

como único propósito rebajar las condiciones laborales 

sectoriales, en concreto, en las materias en las que el 

convenio de empresa tiene prioridad aplicativa. 

99004345011982 Convenio colectivo de recuperación y 
reciclado de residuos y materias primas secundarias 
(BOE 21 de noviembre de 2025). 

Artículo 1. Ámbito de aplicación. 

El presente convenio de aplicación obligatoria en todo el 

territorio del estado español para aquellas empresas, 

industrias, agentes o gestores que desarrollan alguno o 

todos de los siguientes procesos definidos en el artículos 2 

y 3, independientemente del material tratado: clasificación, 

corte, prensado, transformación y/o valorización de los 

distintos materiales, incluyendo su transporte, y su 

comercialización, pese a que en convenios sectoriales 

anteriores se prevea la recuperación como actividad del 

sector que regule dichos convenios. 

Quedan comprendidas dentro del ámbito del presente 

convenio todas las personas trabajadoras que presten sus 

servicios por cuenta ajena en las empresas definidas en el 

mismo, sin más excepción es que las establecidas en cada 

momento por la legislación laboral vigente. 

 

Artículo 2. Definición de las industrias afectadas. 

Las industrias o actividades sujetas a este convenio se 

definen de la siguiente forma: 

a) Recuperadores y recicladores. Son las industrias, 

agentes o gestores de residuos y materias primas 

secundarias que desarrollan algunas o todas de las 

siguientes operaciones de valorización de residuos, 

independientemente del material tratado: recogida, 

transporte, almacenamiento, pesado, clasificación, corte, 

trituración, prensado, embalado y marcaje, valorización y/o 

transformación, incluida su comercialización y venta. 

b) Recuperadores y recicladores de textiles. Son los 

establecimientos donde se desarrollan las actividades 

enumeradas en el artículo 3 en relación a los trapos y 

textiles. 

En dichos establecimientos, se separan los materiales 

aprovechables, subdividiéndolos en clases dentro de cada 

calidad de materias, según su estado, naturaleza y, en 

caso, su color, hasta la formación de partidas que reúnan 

las condiciones de homogeneidad requeridas bien por los 

clasificadores que han de manipularlos y tratarlos 

convenientemente, o bien por las industrias consumidoras 

de aquellos elementos que no necesiten ulteriores 

clasificaciones o manipulaciones. En dichos 

establecimientos puede darse salida de forma directa al 

consumidor de aquellos elementos que no necesiten 

ulteriores clasificaciones o manipulaciones. 

c) Recuperadores y recicladores de metales. Son los 

establecimientos en que se desarrollan las actividades 

enumeradas en el artículo 3 en relación a metales férricos 

y no férricos. En dichos establecimientos se desarrolla el 

proceso de adquisición de metales, materiales, bienes de 

consumo y maquinaria vieja, en los que se da salida 

directamente a lo que sea utilizable en el estado en que se 

encuentre, y en que se clasifica, previo desguace o troceo, 

en su caso, lo que tiene que entregarse para finalmente 

llegar a fundición o relaminación en la forma requerida para 
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su consumo, según su naturaleza, dimensiones, calidad, 

etc. En dichos establecimientos puede darse salida de 

forma directa al consumidor de aquellos elementos que no 

necesiten ulteriores clasificaciones o manipulaciones. 

d) Recuperadores y recicladores de residuos de papel y 

cartón. Son los establecimientos en que se desarrollan las 

actividades enumeradas en el artículo 3, en relación a 

residuos de papel y cartón. En dichos establecimientos se 

desarrolla el proceso de adquisición de recortes y residuos 

de papel y cartón, clasificación, manipulación y trituración 

en su caso, así como la formación de partidas que hayan 

de suministrarse a las distintas industrias consumidoras, 

según las necesidades de cada fabricación. 

e) Recuperadores y recicladores de residuos de goma, 

plástico y neumáticos. Son los establecimientos en que se 

desarrollan las actividades enumeradas en el artículo 3 en 

relación a gomas viejas, neumáticos usados y residuos de 

goma y plásticos, clasificación, manipulación y desguace o 

troceo en su caso, así como la formación de partidas que 

hayan de suministrarse a las distintas industrias 

consumidoras, según las necesidades de cada fabricación. 

f) Recuperadores y recicladores de residuos de vidrio y 

botellas. Son los establecimientos en que se desarrollan las 

actividades enumeradas en el artículo 3, en relación a 

residuos de botellas y vidrio en general. 

g) Recuperadores y recicladores de residuos de madera. 

Son los establecimientos en que se desarrollan las 

actividades enumeradas en el artículo 3, en relación a 

residuos de madera en general y palets usados. 

h) Recuperadores y recicladores de residuos en general. 

Son los establecimientos en que se desarrollan las 

actividades enumeradas en el artículo 3, en relación a otros 

tipos de residuos. Son los establecimientos donde se 

desarrolla el proceso de clasificación de los residuos y/o 

materias primas secundarias separadas o mezcladas bien 

sean procedentes de la recogida o la compra ambulante o 

de puerta a puerta, consistente en separar los materiales 

directamente aprovechables y agrupar los restantes 

residuos según su naturaleza. En dichos establecimientos, 

se separan los materiales aprovechables, subdividiéndolos 

en clases dentro de cada calidad de materias, según su 

estado, naturaleza y, en caso, su color, hasta la formación 

de partidas que reúnan las condiciones de homogeneidad 

requeridas bien por los clasificadores que han de 

manipularlos y tratarlos convenientemente, o bien por las 

industrias consumidoras de aquellos elementos que no 

necesiten ulteriores clasificaciones o manipulaciones. 

i) Promoción Cívica. Son las industrias, agentes o 

gestores de residuos que desarrollan actividades de 

auxiliares de residuos como la observancia y vigilancia de 

los contenedores de residuos selectivos. 

99010355011996 IX Convenio colectivo general del 
sector de derivados del cemento (BOE del 9 de enero 
de 20026). 

Artículo 8. Ámbito funcional. 

Las industrias dedicadas a la fabricación de artículos 

derivados del cemento, su manipulación y montaje que a 

continuación se relaciona: Fabricación de hormigones 

preparados y morteros para su suministro a las obras. 

Fabricación de productos en fibrocemento, tales como 

placas, tubos, accesorios y demás elementos. Fabricación 

de artículos y elementos en hormigones y morteros en 

masa, armados, post o pretensados, así como artículos en 

celulosa-cemento y pómezcemento, tales como adoquines, 

baldosas, bloques, bordillos, bovedillas, depósitos, 

hormigón arquitectónico, losas, moldeados, piedra artificial, 

postes, tejas, tubos, vigas yotros elementos estructurales, 

etc. Las actividades complementarias a las relacionadas, 

así como la comercialización y distribución de los productos 

anteriormente referidos.  

99002995011981 Convenio colectivo estatal de 
jardinería 2025-2030 (BOE de 30 de enero de 2026) 2025 

Artículo 2. Ámbito funcional. 

El presente convenio será de aplicación y obligará a todas 

aquellas empresas que se dediquen a la realización, 

diseño, conservación y mantenimiento de jardinería en 

todas sus modalidades, ya sean públicas o privadas, así 

como aquellas empresas que con independencia de las 

distintas actividades que pudieran desarrollar, realicen 

trabajos propios de diseño, construcción, conservación y/o 

mantenimiento de jardinería en todas 

sus modalidades. 

4. SENTENCIAS 

STS 11 de noviembre de 2025, rec.204/2024, ECLI: 
ES:TS:2025:5123 

Recurso de casación interpuesto por el sindicato Alternativa 
Sindical de Clase (ASC),  contra la sentencia núm. 53/2024, 
de 6 de mayo, dictada por la Sala de lo Social de la 
Audiencia Nacional, recaída en su procedimiento de 
derechos fundamentales, autos número 62/2024, 
promovido a instancia del sindicato recurrente contra la 
empresa Ayesa Advanced Technologies, S.A., siendo 
partes interesadas el Comité de Empresa de Sevilla de 
Ayesa Advanced Technologies, SA.; UGT; CCOO; 
Delegada de personal de Barcelona y Delegada de 
personal de Madrid. 

La sentencia  dictada por la Sala de lo Social de la 
Audiencia Nacional, desestima  íntegramente la demanda 
en la que se solicitaba que se declarase la nulidad de la 
actuación unilateral de la empresa -denominada 
Procedimiento Smart Job- consistente en la implantación 
unilateral de un régimen colectivo de teletrabajo, así como 
las Cláusulas de los contratos de trabajo o acuerdos 
individuales suscritos con los trabajadores de la empresa 
desde el 3 de octubre de 2022, en relación con el trabajo a 
distancia y teletrabajo y, en consecuencia, solicitó que se 
declarase vulnerado el derecho a la libertad sindical en su 
vertiente de derecho a la negociación colectiva. 

La sentencia aquí recurrida desestimó la demanda con 
fundamento en diversas razones, básicamente, en el dato 
de que, normativamente, no resulta exigible que los 
acuerdos de teletrabajo y sus condiciones deban ser objeto 
de negociación colectiva; Igualmente la sentencia de la Sala 
de lo Social de la Audiencia Nacional precisa que un 
eventual incumplimiento de las previsiones convencionales 
o legales sobre la materia respecto de aspectos concretos 
y específicos, por parte de los acuerdos individuales de 
teletrabajo, no constituyen vulneraciones del derecho a la 
negociación colectiva y, en consecuencia, del derecho a la 
libertad sindical. En todo caso, precisa la resolución 
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recurrida que tales desajustes no pueden examinarse en el 
proceso especial de tutela de la libertad sindical, remitiendo 
a ulteriores procesos colectivos o individuales. Por último, 
respecto a la desconexión digital, la sala de lo social de la 
Audiencia Nacional reseña que la política de desconexión 
digital ha sido elaborada por la empresa, previa audiencia 
de la representación legal de los trabajadores, y los 
derechos de desconexión han sido establecidos a través del 
convenio colectivo sectorial, concluyendo que no se ha 
producido ninguna vulneración del derecho fundamental 
aludido. 

El Recurso de Casación se articula a través de tres motivos. 
En el primero de ellos, la recurrente entiende que la 
empresa ha ofrecido un modelo de acuerdo de teletrabajo 
de modo unilateral, sin que las condiciones que en el mismo 
figuran sean fruto de un acuerdo o pacto a través de la 
negociación colectiva, como expresión de la libertad 
sindical del artículo 28.1 CE y como posibilidad prevista en 
el artículo 34.8 ET y en diversos preceptos de la Ley de 
Trabajo a Distancia (LTD); de suerte que nos 
encontraríamos con una «individualización en masa» 
vulneradora de su derecho a la negociación colectiva. 

El trabajo a distancia, en nuestro ordenamiento jurídico, 
descansa sobre el principio de la voluntariedad. No 
obstante, señala la Sala que es conveniente distinguir dos 
aspectos jurídicos relevantes. El primero que el acuerdo de 
teletrabajo debe ser necesariamente individual como 
expresión imprescindible del aludido principio de 
voluntariedad; por lo que tal acuerdo no puede ser suplido 
por pacto o convenio de carácter colectivo. Ahora bien, y 
este es el segundo aspecto, el contenido del acuerdo de 
teletrabajo, esto es, las condiciones en las que esta 
modalidad de trabajo debe prestarse, aun siendo fruto de la 
autonomía individual, deben someterse y respetar lo que al 
respecto establezca la ley y la negociación colectiva, de 
conformidad con los principios generales que rigen en el 
sistema de fuentes de la relación laboral ( artículo 3 ET). 
Por tanto, una cosa es la necesidad de que exista un 
acuerdo individual sobre la realización del trabajo a 
distancia y sus circunstancias básicas que pertenecen al 
ámbito de la voluntad individual de los contratantes y otra, 
bien distinta, es que tales acuerdos individuales deban 
necesariamente someterse a las previsiones legales y 
convencionales sobre aspectos de su competencia que no 
afecten al referido principio de voluntariedad. 

En definitiva, el hecho de que la empresa ofrezca y los 
trabajadores acepten un modelo de contrato o acuerdo 
sobre el trabajo a distancia, en sí mismo, no constituye, sin 
más, un supuesto de individualización en masa; ni resulta 
atentatorio al derecho a la negociación colectiva del 
sindicato demandante en un supuesto como el presente en 
el que los acuerdos individuales sobre teletrabajo fueron 
anteriores a la negociación y publicación del convenio cuya 
aplicación se reclama y en el que, por ende, el sindicato 
recurrente no ha ofrecido indicio alguno de vulneración del 
derecho a la negociación colectiva del sindicato actor y en 
el que no consta solicitud de negociación alguna que fuera 
desatendida o eludida por la mercantil demandada. 
Razones todas ellas que abocan a la desestimación del 
motivo. 

En relación con el segundo de los motivos del recurso, 
entiende el sindicato recurrente que la sentencia recurrida 

desestima la demanda con fundamento en que el sindicato 
demandante carece de legitimación para la negociación del 
convenio colectivo sectorial de empresas de consultoría; 
argumento que no comparte y combate a través de este 
motivo. 

El motivo no puede prosperar porque se construye sobre la 
base de una incorrecta comprensión de la sentencia 
recurrida y de las razones en cuya virtud se desestima la 
demanda. La referencia a que el sindicato carece de 
legitimación para negociar el convenio sectorial de 
empresas de consultoría, que es el aplicable, es una 
afirmación que se recoge ex abuntantia; pero que no 
constituye en modo alguno fundamento de la decisión 
desestimatoria. En efecto, la resolución aquí combatida lo 
que afirma es que no se vulnera el derecho a la libertad 
sindical de ASC cuando la empresa negocia los acuerdos 
de teletrabajo de forma individual, ni cuando se establecen 
condiciones en los mismos que pudieran ser contrarias a un 
convenio que no consta como negociado por dicho 
sindicato y que no acreditó estar llamado a negociarlo. Se 
trata de referencias ligadas a la inexistencia de indicio 
alguno ligados a una posible vulneración de la libertad 
sindical que sostiene el sindicato demandante: Pero, de 
ninguna manera, implican una negación del derecho a la 
negociación colectiva de ASC. 

Dado que el precepto denunciado por el recurrente, no 
resulta de aplicación al caso y dado que la fundamentación 
jurídica de la sentencia combatida no niega el derecho a la 
negociación colectiva del sindicato recurrente en el ámbito 
en el que tiene legitimación activa para la negociación 
estatutaria; ni tampoco la posibilidad de interesar en el 
ámbito de la empresa cualquier pacto o acuerdo colectivo, 
resulta evidente que el motivo debe ser desestimado. 

El tercer y último de los motivos del recurso está dedicado 
a la cuestión de la desconexión digital. Como consta en la 
inalterada relación fáctica, la estipulación séptima del 
acuerdo de trabajo a distancia recoge que el trabajador 
tiene derecho a la desconexión digital conforme a lo 
indicado en el protocolo implantado por la empresa. Al 
respecto, el fundamento de derecho séptimo de la 
sentencia recurrida razona la desestimación de la 
pretensión actora en torno a esta cuestión; pretensión que 
exigía que la empresa debiera haber negociado con la 
representación legal de los trabajadores la política de 
desconexión digital. Pues bien, con respecto a tal cuestión, 
la recurrente denuncia que la sentencia ha incurrido en 
infracción del artículo 88.2 de LO 3/2018, de 5 de diciembre, 
de protección de datos personales y garantía de los 
derechos digitales (LOPD) con relación a los artículos 20 
bis y 82.1 ET, artículo 18 de la Ley 10/2021 y artículo 41 del 
Convenio de aplicación. Mantiene la recurrente que la 
incorporación de la política de desconexión digital 
elaborada por la empresa a la relación contractual de los 
trabajadores en régimen de teletrabajo sin negociación 
colectiva resulta irregular, además de contrario a las 
previsiones legales y convencionales. 

Nuevamente la recurrente confunde el plano de la 
protección ante posible vulneración de derechos 
fundamentales, en el caso la libertad sindical en su vertiente 
de derecho a la negociación colectiva, con el plano de la 
simple legalidad ordinaria. Como venimos reiterando, no 
todo desajuste entre el acuerdo individual de teletrabajo y 
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el contenido del convenio de aplicación puede considerarse 
como vulnerador de la libertad sindical. 

La debida comprensión del artículo 41 del convenio de 
aplicación y del artículo 88 LOPD,  lleva, al menos, a tres 
conclusiones: la primera, que el precepto de la LOPD exige, 
indefectiblemente, que la desconexión digital en el seno de 
la empresa se sujete a lo que al respecto disponga la 
negociación colectiva. La segunda que la empresa, previa 
audiencia a los representantes legales de los trabajadores, 
elaborará una política interna dirigida a los trabajadores -en 
particular, a quienes realicen la prestación del trabajo a 
distancia- que defina las modalidades de ejercicio del 
derecho a la desconexión; política que deberá atender -sin 
duda- las exigencias legales y convencionales. Por último, 
la tercera conclusión deriva del precepto convencional cuya 
infracción se denuncia que dispone que el derecho a la 
desconexión digital se ejercitará en los términos 
establecidos legalmente y de acuerdo con las políticas 
existentes en cada empresa. 

Si a todo ello unimos el dato fáctico de que las políticas 
empresariales sobre desconexión digital se establecieron 
tras consulta y audiencia de la representación legal de los 
trabajadores, ni hay indicios de ilegalidad, ni se vislumbra 
ninguno de una hipotética vulneración del derecho a la 
libertad sindical del recurrente, ya que no consta que se le 
haya privado de su derecho a la negociación colectiva. Lo 
que conduce a la desestimación de este motivo. 

Por todo lo expuesto, la Sala desestimar el recurso de 
casación interpuesto por el sindicato Alternativa Sindical de 
Clase (ASC),  y declara la firmeza de la sentencia núm. 
53/2024, de 6 de mayo, dictada por la Sala de lo Social de 
la Audiencia Nacional, recaída en su procedimiento de 
derechos fundamentales, autos número 62/2024, 
promovido a instancia del sindicato recurrente contra la 
empresa Ayesa Advanced Technologies, S.A. 

STS 12 de noviembre de 2025, rec.81/2025, ECLI: 
ES:TS:2025:5108 

Recurso de casación interpuesto por la Confederación 
General de Trabajo (CGT),  contra la sentencia nº 158/2024 
dictada por la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional, de 
27 de noviembre, en autos nº 296/2024, seguidos a 
instancia de dicha recurrente contra la mercantil Serveo 
Servicios S.A., Federación de Servicios de Comisiones 
Obreras, Federación Estatal de Servicios, Movilidad y 
Consumo de la UGT, Unión Sindical Obrera (USO), sobre 
conflicto colectivo. 

La Confederación General de Trabajo (CGT) interpuso 
demanda de conflicto colectivo de la que conoció la Sala de 
lo Social de la Audiencia Nacional en la  que suplicaba se 
designaran  los miembros del Comité Intercentros en su 
composición conforme a los votos obtenidos, cuando se ha 
producido previo empate respecto de coeficiente obtenido, 
restos y finalmente número de representantes electos, con 
la composición del Comité Intercentros de 7 miembros para 
CCOO, 1 para USO, 2 para UGT y 3 para CGT, por así 
proceder en Derecho. 

Con fecha 27 de noviembre de 2024 se dictó la sentencia 
ahora recurrida, en la que se desestima la demanda y se  
absuelve a la  empresa demanda de todos los pedimentos 
de la demanda.  

La controversia planteada en el presente recurso versa 
sobre cómo proceder a la designación de la última persona 
que complete la composición de un Comité Intercentros (CI) 
integrado por trece representantes, dándose el caso de que 
confluyen dos fuerzas sindicales que han empatado en 
número de electos. 

El relato de hechos probados y las posiciones sostenidas 
por las partes indican que estamos ante una discusión que 
puede aquilatarse a partir de muy pocos elementos fácticos: 

• Entre noviembre de 2022 y junio de 2023 se han 

celebrado elecciones a representantes legales en los 

distintos centros de trabajo de la empresa (SERVEO) y 

tanto la Unión General de Trabajado-res (UGT) cuanto 

la Confederación General del Trabajo (CGT) han 

obtenido 15 representantes, lo que se corresponde con 

un coeficiente de representatividad del 2,532. 

• De cara a la constitución del nuevo CI los dos sindicatos 

mencionados reclaman la atribución de un tercer 

representante (el 13º y último). 

Asimismo, con la intención de iniciar lo antes posible la 
negociación del convenio colectivo de la empresa, la parte 
social acuerda que su representación en la comisión 
negociadora será de 11 miembros: 6 de CCOO, 2 de CGT, 
2 de UGT y 1 de USO. 

La sentencia 158/2024, ahora recurrida, la Sala de lo Social 
de la Audiencia Nacional al desestimar la demanda, 
recuerda que la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha ido 
destilando una doctrina que puede resumirse del siguiente 
modo: 

a) La designación de los miembros del CI no atiende al 
número de votos obtenidos en las elecciones, sino a una 
representación proporcional, dado su carácter de órgano de 
segundo grado. 

b) El art. 63.3 ET exige “proporcionalidad” representativa en 
la composición del Comité, lo que no puede equipararse a 
la exigencia de designar un número de candidatos con el 
que se alcance miméticamente dicho requisito, máxime 
cuando ello en ocasiones es imposible, dada la 
indivisibilidad de los puestos a cubrir. 

c) En la composición del CI no sólo se toma en 
consideración el principio democrático sino que intervienen 
otros factores como el número de componentes, las 
funciones atribuidas a los mismos y el respeto a las 
minorías. 

El Recurso de casación que ahora resolvemos se  
estructura en un único motivo y denuncia la infracción del 
artículo 63 ET, de los 2, 6 y 7.1 de la Ley Orgánica de 
Libertad Sindical (LOLS), en relación con los artículos 7, 28 
y 37.1 de la Constitución española, y el propio artículo 108 
del convenio colectivo. Concluye que se debe resolver 
sobre el fondo, y estimar la demanda de esta parte, 
estableciendo la composición del Comité Intercentros de 7 
miembros para CCOO, 1 para USO, 2 para UGT y 3 para 
CGT, por así proceder en Derecho. Tras formular la 
denuncia sobre infracción normativa que hemos expuesto, 
el recurso invoca la doctrina de STS 6 mayo 2014 sobre el 
alcance del artículo 63.3 ET y su compatibilidad con otros 
sistemas especificados por el convenio colectivo. Entiende 
que así sucede en el presente caso. Considera que la  
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sentencia recurrida ha realizado una motivación arbitraria e 
irracional, debiendo haber acudido al número de votos 
obtenido y no manteniendo la indefinición sobre el resultado 
final. A ello conduce la interpretación de las normas.  

Interpretando la dicción del Estatuto de los Trabajadores, la 
atención a los “resultados electorales” ( art. 63.3 ET) hemos 
manifestado que la proporción para integrar el CI no es la 
de los votos sino la del número de personas electas en cada 
lista. Si la composición del CI se realiza con arreglo a los 
votos totales obtenidos se produce una desviación de lo 
querido por la norma. Esas desviaciones desaparecen, o al 
menos disminuyen en gran medida, si el cálculo se efectúa 
en proporción al número de los representantes conseguidos 
por cada sindicato ( STS 9 julio 1993, rec. 1340/1992). 

Ahora bien, pese a todo ello, en alguna ocasión hemos 
legitimado la toma en cuenta de los votos emitidos. El 
recurso menciona nuestra STS 6 mayo 2014 . La invocación 
de esa sentencia parece pertinente porque indica que, 
respetando lo querido por el legislador, puede haber un 
margen de decisión ocupado por la autonomía colectiva. La 
misma fuente de derechos y obligaciones (en concreto, el 
convenio colectivo) de la que depende, de forma exclusiva 
y excluyente, la “constitución y funcionamiento” del comité 
intercentros puede tomar en cuenta el resultado electoral en 
sí mismo, antes de la atribución de puestos representativos. 

Lo cierto es que ni en la demanda, ni en el acto del juicio, ni 
mucho menos en el recurso, el sindicato accionante ha 
interesado que alteremos los términos en que las normas 
vigentes determinan la composición del CI. Lo que entiende 
es que una recta interpretación de las previsiones 
convencionales, respetando lo previsto por la Ley, aboca a 
la tesis que patrocina sobre el modo de resolver el empate 
de referencia. 

Podrá tener razón o no, pero la cuestión que suscita versa 
sobre la interpretación de las normas, en especial del 
convenio colectivo. No se trata de un conflicto propio de 
intereses, sino de una pretensión respecto de supuesto 
carente de una solución clara, lo que parece bien distinto. 
La clave radica en interpretar las prescripciones 
concurrentes. A desentrañar su alcance debemos dedicar 
las últimas argumentaciones de nuestra sentencia. 

Digamos ya que el recurrente tiene razón cuando invoca la 
fórmula del convenio colectivo para resolver la discusión 
suscitada. No se trata de que la composición del CI se 
separe el método marcado por el legislador e interpretado 
por nuestra jurisprudencia del modo que hemos recordado. 
La cuestión suscitada se ciñe a precisar si del convenio 
colectivo, una vez realizada la distribución de puestos 
atendiendo al criterio legal y restando uno sin posibilidad de 
determinar a quién corresponde, proporciona mimbres a 
partir de los cuales dar respuesta. 

El art. 63.3 ET contiene una fórmula (“se guardará la 
proporcionalidad de los sindicatos según los resultados 
electorales considerados globalmente”) que es inicialmente 
replicada por el convenio colectivo. Lo que sucede es que, 
además, ha añadido una importante locución a nuestros 
efectos: los resultados en cuestión son “obtenidos en las 
últimas elecciones sindicales”. Esta adición indica que la 
norma está queriendo dar relevancia al dato que nuestra 
doctrina descarta como modulador de la composición del 
CI, puesto que ha de primar la atención a la 

representatividad alcanzada (no a los votos recibidos).  

Si se tratara de tomar como parámetro único para la 
atribución de puestos podríamos cuestionar la validez del 
convenio, por colisionar con las previsiones de la Ley ( art. 
63.3.II ET). Pero queda claro que no es así, puesto que el 
artículo 106 del convenio comienza replicando esa 
previsión imperativa. 

Por tanto, como canon hermenéutico adicional, 
precisamente para colmar las lagunas que pudieran surgir 
en casos como el presente, la atención a los votos 
realmente obtenidos aparece como previsión válida. Se 
trata de un criterio objetivo, respetuoso con la 
representatividad y libertad sindicales. Además, es la forma 
de dar cumplimiento a lo querido por el propio convenio 
colectivo que ha optado por un CI cuya composición se sitúe 
en trece (no doce) integrantes. 

Una interpretación sistemática del convenio colectivo 
(desea que el CI esté integrado por trece personas) abunda 
en esa dirección, al igual que el respeto a la finalidad de la 
atención a los resultados electorales (ajustar al máximo la 
audiencia o respaldo de cada sindicato) o la propia dicción 
(resultados de las elecciones). A falta de una solución 
expresa, la previsión convencional puede desempeñar ese 
papel auxiliar. No es el intérprete quien crea la norma, sino 
la norma la que resulta interpretada. No es un conflicto de 
intereses, sino un litigio sobre alcance del Derecho. 

Las expuestas razones nos abocan a la estimación del 
recurso interpuesto y casar y anular la sentencia nº 
158/2024 dictada por la Sala de lo Social de la Audiencia 
Nacional, de 27 de noviembre, en autos nº 296/2024. 

STS 12 de noviembre de 2025, rec.101/2024, ECLI: 
ES:TS:2025:5134 

Recurso de casación interpuesto por Iberia Líneas Aéreas 
de España SAU, contra la sentencia de la Sala de lo Social 
de la Audiencia Nacional, de fecha 22 de enero de 2024, 
recaída en su procedimiento de convenio colectivo, autos 
número 255/2023, promovido a instancia de la Unión 
Sindical Obrera Sector de Trasporte Aéreo (USO-STA), 
contra Iberia Líneas Aéreas de España SAU, Comisiones 
Obreras (CCOO), Unión General de Trabajadores (UGT), 
Confederación General del Trabajo (CGT) y Coordinadora 
Estatal del Sector de Handling Aéreo (CESHA). 

Por la representación de Unión Sindical Obrera Sector de 
Trasporte Aéreo (USO-STA) se interpuso demanda de 
conflicto colectivo, de la que conoció la Sala de lo Social de 
la Audiencia Nacional . Con fecha 22 de enero de 2024 la 
Sala de lo Social de la Audiencia Nacional dictó sentencia 
en la que estima la demanda interpuesta por USO a la que 
se han adherido UGT, CCOO, CGT Y CESHA y declara 

1.- La nulidad de la mención “contratados a tiempo 
completo” así como la nulidad parcial de las siglas TC y de 
la mención “a tiempo completo” referidas ambas al abono 
de dicho plus, todas ellas contenidas en el artículo 13 de la 
tercera parte del convenio colectivo en el párrafo donde se 
fija el pago del “plus de fijo discontinuo a tiempo completo”, 
del XXII Convenio Colectivo del XXII Convenio Colectivo del 
personal de tierra de Iberia Líneas Aéreas de España, SA, 
Operadora S. Unipersonal, publicado en el BOE número 39 
por Resolución de fecha 20 de enero de 2023. 
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2.- La nulidad de la mención “ a tiempo completo” contenida 
en el artículo 118 apartado b) punto 41 del XXII Convenio 
Colectivo del XXII Convenio Colectivo del personal de tierra 
de Iberia Líneas Aéreas de España, SA, Operadora S. 
Unipersonal, publicado en el BOE número 39 por 
Resolución de fecha 20 de enero de 2023. 

Razona la Audiencia Nacional que existe una diferencia de 
trato en materia salarial injustificada entre trabajadores a 
tiempo completo y trabajadores a tiempo parcial, contraria 
al artículo 12.4 d) ET y a la Directiva 97/81, sin que las 
alegaciones realizadas por la empresa justifiquen esa 
diferencia. 

Contra dicha resolución se interpuso recurso de casación 
por la representación de Iberia Líneas Aéreas de España 
SAU en el que se alegan los siguientes motivos: 

El primero denuncia como infringidos los artículos 12.4.d) 
del Estatuto de los Trabajadores y 14 de la Constitución 
Española, en relación con el artículo 13 y el artículo 118, 
apartado b), punto 41, del XXII Convenio Colectivo. Afirma 
aquí que el trato diferenciado está suficientemente 
justificado porque el plus compensa las especiales 
condiciones que solo concurren en los fijos discontinuos a 
tiempo completo (FDTC). Dice que los FDTC disfrutan de 
un número de días de descanso semanal inferior (1,55 días 
por semana), y para alcanzar la libranza garantizada de dos 
días libres semanales, se completa a costa de días de 
vacaciones. En cambio, el FDTP dispone de 2 o más días 
de descanso semanal sin cargo a vacaciones. Por otra 
parte los FDTC, según la recurrente, están sujetos a un 
umbral mínimo diario superior (5 horas frente a 2 horas del 
FDTP) y pueden encontrarse realizando semanas de 45 
horas de trabajo, frente al tope de 36 horas semanales para 
el FDTP. Por otra parte, alegan que el sindicato 
demandante ya había pactado el plus limitándolo a los 
FDTC en el XXI Convenio. 

El motivo segundo se plantea como subsidiario y se ampara 
en la infracción del artículo 166.3 (sic) LRJS, en relación 
con el artículo 218.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y el 
artículo 24 de la Constitución Española. Sostiene aquí que 
la sentencia incurre en incongruencia extra petita por 
cuanto en el fundamento de Derecho sexto afirma que el 
plus es de naturaleza indivisible y que no cabe la aplicación 
“pro rata temporis”, mientras que la pretensión de USO en 
su demanda es que el plus se abonase en proporción a las 
horas trabajadas. Se trata, dice la empresa, de una cuestión 
que no se debatió en el proceso y sobre la que por tanto no 
pudieron formularse alegaciones. Por ello se pide bien la 
nulidad de la sentencia, bien que sea revocada 
parcialmente, dejando sin efecto el pronunciamiento relativo 
a la indivisibilidad del plus que impide su devengo 
proporcional en el caso de los trabajadores a tiempo parcial. 

Respecto del primer motivo de recurso, señala la Sala que 
el derecho a la igualdad entre los derechos trabajadores a 
tiempo parcial y los trabajadores a tiempo completo está 
recogido en la Directiva 97/81/CE y en el art. 14.2. d) del 
ET. 

La sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
de 5 de mayo de 2022 en el asunto C-265/2020 explica que 
las «razones objetivas» que justifican una diferencia de 
trato entre los trabajadores a tiempo parcial y los 
trabajadores a tiempo completo «requiere que la 

desigualdad de trato controvertida esté justificada por la 
existencia de elementos precisos y concretos que 
caracterizan la condición de empleo de que se trata, en el 
contexto específico en que se enmarca y con arreglo a 
criterios objetivos y transparentes, a fin de verificar si dicha 
desigualdad responde a una necesidad auténtica, si permite 
alcanzar el objetivo perseguido y si resulta indispensable al 
efecto. Dichos elementos pueden tener su origen, en 
particular, en la especial naturaleza de las tareas para cuya 
realización se celebran los contratos a tiempo parcial y en 
las características inherentes a las mismas o, 
eventualmente, en la persecución de un objetivo legítimo de 
política social por parte de un Estado miembro». 

La sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
de 29 de julio de 2024 en los asuntos acumulados C-184/22 
y 185/22 dice que la retribución de los trabajadores a tiempo 
parcial debe ser equivalente a la de los trabajadores a 
tiempo completo, sin perjuicio de la aplicación del principio 
de prorrata temporis enunciado en la cláusula 4, punto 2, 
del Acuerdo Marco, con cita de la sentencia de 19 de 
octubre de 2023, en el asunto Lufthansa CityLine, C-660/20, 
apartado 53. Y añade que a este respecto, procede señalar 
que debe entenderse que el concepto de «razones 
objetivas» que figura en la cláusula 4, punto 1, del Acuerdo 
Marco requiere que la diferencia de trato observada esté 
justificada por la existencia de elementos precisos y 
concretos que caractericen la condición de empleo de que 
se trate en el contexto específico en que se enmarca y con 
arreglo a criterios objetivos y transparentes, a fin de verificar 
si dicha desigualdad responde a una necesidad auténtica, 
si permite alcanzar el objetivo perseguido y si resulta 
indispensable al efecto. Esos elementos pueden tener su 
origen, en particular, en la especial naturaleza de las tareas 
para cuya realización se celebraron los contratos a tiempo 
parcial y en las características inherentes a las mismas o, 
eventualmente, en la persecución de un objetivo legítimo de 
política social por parte de un Estado miembro ( sentencia 
de 19 de octubre de 2023, Lufthansa CityLine, C-660/20, 
EU:C:2023:789, apartado 58). 

Esta doctrina se ha aplicado recientemente por el pleno de 
esta Sala en sentencia de 23 de julio de 2025, recurso 
154/2023. 

Por tanto, constatada la existencia de una diferencia de 
trato de naturaleza salarial entre trabajadores fijos 
discontinuos que son considerados a tiempo completo (lo 
que es admitido por todas las partes, calificación que por 
tanto se nos presenta como no controvertida y no vamos a 
analizar) y trabajadores fijos discontinuos considerados a 
tiempo parcial, corresponde a la parte que sostiene la licitud 
de tal diferencia de trato la aportación de una justificación 
objetiva y proporcionada de la misma. La jurisprudencia del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea que hemos citado 
exige que se aleguen y acrediten “elementos precisos y 
concretos” para fundar tal justificación. Añade que esos 
elementos deben caracterizar la condición de empleo de 
que se trate, debiendo verificarse con arreglo a criterios 
objetivos y transparentes que la desigualdad responde a 
una necesidad auténtica, que permita alcanzar el objetivo 
perseguido y resulte indispensable al efecto.  

La Sala indica respecto a las los elementos  precisos y 
concretos alegados por la empresa que  no son sino 
consecuencia del propio concepto de tiempo completo 
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frente a tiempo parcial, porque lo único que nos dice es que 
los trabajadores a tiempo completo tienen jornadas 
superiores a los trabajadores a tiempo parcial y por tanto 
menos tiempo de descanso, por lo que son diferencias que 
no pueden considerarse elementos justificativos de la total 
privación del complemento salarial debatido prevista en el 
convenio colectivo para los trabajadores a tiempo parcial, 
ya que lo único que justificaría sería una aplicación 
proporcional a las diferencias de jornada y descansos entre 
ambos. Por tanto, el primer motivo debe desestimarse. 

El segundo motivo de recurso sostiene la empresa que 
existe una incongruencia extra petitum en la sentencia 
recurrida por cuanto viene a declarar que los trabajadores 
fijos discontinuos a tiempo parcial tienen derecho a la 
percepción del plus controvertido en su integridad, sin 
aplicación del principio pro rata temporis. Al respecto hemos 
de hacer notar que tal pronunciamiento que la empresa 
pretende combatir no aparece en el fallo de la sentencia, 
que se limita a declarar la nulidad de los preceptos 
convencionales en los términos vistos en cuanto excluyen 
de la percepción del plus a los trabajadores fijos 
discontinuos a tiempo parcial, pero sin establecer en qué 
cuantía habrán de percibir dicho plus y si se aplica o no el 
principio de pro rata temporis.   

Lo anteriormente razonado,  lleva a la Sala a desestimar el 
recurso de casación presentado, y a confirmar y declarar la 
firmeza de la sentencia dictada el 22 de enero de 2024 por 
la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional en el 
procedimiento de impugnación de convenio colectivo 
255/2023. 

STS 13 de noviembre de 2025, rec.219/2024, ECLI: 
ES:TS:2025:5158 

Recurso de casación interpuesto por PIMEC, Petita i 
Mitjana Empresa de Catalunya,  contra la sentencia núm. 
44/2023 dictada por la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña, de fecha 19 de Diciembre, 
en actuaciones seguidas por la parte recurrente, PIMEC, 
Petita i Mitjana Empresa de Catalunya, contra Foment del 
Trebal Nacional, Federació de Serveis a la Ciutadania 
(FSC-CC.OO.), Federació de Serveis, Mobilitat i consum 
(FESMCUGT) , Departament d’empresa i Trebal de la 
Generalitat de Catalunya, sobre impugnación de acuerdo 
parcial de Convenio Colectivo. 

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Catalunya,  dictó la sentencia núm. 44/2023 de 19 de 
diciembre, (autos núm. 38/2023),desestimando la demanda 
de nulidad del Acuerdo impugnado,  por los siguientes 
motivos:  

a) Por entender que el reparto de los miembros de la 
comisión negociadora se efectuó en proporción a la 
representatividad, ateniendo al ámbito territorial del 
convenio que se estaba negociando, y aunque no fuera así, 
el hecho de que la patronal demandante decidiera no formar 
parte de la comisión negociadora por discrepar de su 
reparto, solo puede favorecer a la única asociación 
empresarial que la constituyó. 

b) Rechaza que constituyan motivos de nulidad del Acuerdo 
Parcial publicado el que aparezca en el capítulo preliminar 
las referencias a unas organizaciones empresariales que no 
son las que lo negociaron o incluso que todavía conste en 
el Registro y Depósitos de Convenio como partes 

negociadoras por el banco empresarial. 

La asociación patronal demandante (PIMEC) formaliza 
recurso de suplicación contra la sentencia de Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, y en 
cuanto al fondo de la cuestión planteada, la patronal 
accionante -PIMEC- alegaba, en síntesis, primero en su 
demanda, y ahora en el recurso que en el proceso de 
negociación que condujo al Acuerdo impugnado, que se 
produjeron varias vulneraciones normativas que, en su 
opinión, determinan su nulidad. 

Por una parte, entiende que se conculcaron los artículos 
87.3° c), segundo párrafo, y 88.2°, ambos del ET y su 
disposición adicional sexta, así como el artículo 37.1 
Constitución y el punto 2° de la Orden TSF/53/2019, de-10 
15 de marzo. Concluye que la nueva Comisión Negociadora 
que se constituyó el 17 de mayo de 2023 no se hizo de 
forma legalmente regular y, por tanto, el Acuerdo Parcial del 
Convenio Colectivo de las empresas privadas que 
gestionan equipamientos y servicios públicos, afectos a la 
actividad deportiva y de ocio, no puede considerarse como 
un convenio colectivo estatutario de los regulados en el 
Título III del TRLET, debiéndose acordar su nulidad como 
acuerdo estatutario sin perjuicio de que pueda continuar su 
validez como acuerdo extraestatutario de eficacia limitada. 

Por otra parte, complementa el bloque de censuras 
normativas, invocando la vulneración artículo 90.5° ET, en 
relación con el artículo 8.3° del Real Decreto 713/2010, de 
28 de mayo, por el que se regula el registro y depósito de 
convenios y acuerdos colectivos de trabajo. Reprocha la 
ausencia del «control de legalidad» que debió realizar la 
Administración Laboral catalana al recibir la solicitud de 
registro y publicación del acuerdo parcial que motiva este 
litigio, entendiendo que la Autoridad Laboral autonómica 
también estaba vinculada por el «criterio de paridad» 
establecido en la mencionada Orden TSF/53/2019. y, por 
tanto, en el ejercicio de «control de legalidad» impuesto por 
aquellos preceptos del ET. 

Como claramente distingue, y explica, la sentencia de 
instancia, hay que diferenciar dos situaciones: 

La primera es la que se inicia una vez que se denuncia por 
las partes firmantes del Convenio Colectivo para las 
empresas privadas que gestionan equipamientos y 
servicios públicos, afectos a la actividad deportiva y de ocio, 
y se constituye la Comisión Negociadora, donde se 
reconocen todas ellas la suficiente capacidad para 
negociar. El inicio de las negociaciones se prolongó sin que 
los negociadores pudieran alcanzar un acuerdo, 
circunstancia que motivo que la parte social convocase la 
huelga general del 24.11.2022 (folio 327), y la posterior 
mediación (folio 324) del Departament d’Treball. La 
mediación comenzó el 27.12.2022 con la primera reunión 
formal, sucediéndose otras dos. Pero todo cambió a partir 
del 20.2.2023, cuando las dos asociaciones que estaban 
negociando ACEGES y AGECE, comunican a la Comisión 
Negociadora que han perdido la representatividad 
necesaria para continuar negociando el convenio. 

La segunda comienza cuando la parte social requiere al 
Departament que le ponga en contacto, a la vista que no 
existían otras asociaciones empresariales en el sector, con 
asociaciones que cuenten con la suficiente 
representatividad, en los términos que recoge el art. 87.3.c) 
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párrafo segundo. El Departament les indica, folio 719, que 
ostentan esa condición PIMEC y FOMENT, es decir, la 
condición de ser más representativas en el ámbito de la 
CCAA, no del sector, por cumplir los presupuestos 
cuantitativos de representación que contiene el párrafo 
segundo del precepto citado. 

A partir de ese momento se incorporan a la mediación para 
la negociación PIMEC y FOMENT, y tras varias reuniones 
al final el 27.04.2023 alcanzan un Acuerdo, cuya finalidad 
principal era actualizar las tablas salariales, Acuerdo que no 
es suscrito por parte de PIMEC por considerar no se había 
alcanzado por las partes legalmente legitimadas para ello.” 

Sin embargo, es evidente que, a juicio de la Sala, la parte 
recurrente construye toda su censura normativa haciendo 
supuesto de la cuestión. La realidad - según hechos 
probados- es que estuvo presente en la reunión de la 
constitución de la comisión negociadora pero se retiró 
porque en su opinión no se había formalizado la 
representación empresarial a efectos de legitimación. Ahora 
alega en el recurso que UGT, CCOO y Foment decidieron 
“arrinconar(la)”, mediante la asignación unilateral de 
miembros, lo que vulneró los criterios de paridad previstos 
en la mencionada Orden. 

En cambio, la fundamentación jurídica de la sentencia es 
concluyente cuando declara que «no consta acreditado que 
la parte social o FOMENT, haya impedido a PIMEC formar 
parte de la comisión negociadora, ni en ningún momento 
fue expulsada de la misma, fue PIMEC, la que decidió 
libremente, no aceptar el previo acuerdo alcanzado en la 
mediación entre FOMENT y UGT y CCOO, razón por lo que 
seguidamente decidió excluirse de la misma, quedando 
como única asociación empresarial FOMENT a la que la 
Comisión Negociadora le había asignado previamente 
cinco miembros, tal y como lo acredita el acta de 
constitución y los documentos para su registro; por eso el 
Acuerdo Parcial obtuvo la mayoría de los votos tanto de la 
parte social, como de la parte empresarial.» 

La parte recurrente lleva a cabo una reevaluación fáctica de 
los hechos e insiste en que la nueva comisión negociadora, 
constituida el 17 de mayo de 2023, no se hizo de forma 
legalmente regular, de ahí que anude la nulidad del Acuerdo 
Parcial del Convenio Colectivo de las empresas privadas 
que gestionan equipamientos y servicios públicos, afectos 
a la actividad deportiva y de ocio, publicado en el DOGC 
como Resolución EMT/2462/2023, de 28 de junio, al 
entender que no puede considerarse como un convenio 
colectivo estatutario de los regulados en el Título III del 
TRLET. 

Sin embargo, no justifica ni explica en qué han consistido 
las infracciones de tales preceptos. 

Por el contrario, como atinadamente se sostiene en la 
sentencia recurrida, no consta acreditado que exista una 
asociación empresarial con representatividad suficiente en 
el sector de empresas privadas que gestionan 
equipamientos y servicios públicos, afectos a la actividad 
deportiva y de ocio. Como se precisa en la sentencia 
«PIMEC ha intentado acreditar que ADECAFF disponía de 
la representatividad que exige el art. 87.3.c) del TRLET , 

pero, de la prueba practicada en el acto juicio, no se puede 
obtener que así sea, ni, por otra parte, ha sido reconocida 
como tal por la parte social que es la que al fin y al cabo 
puede reconocerle dicha condición, ni al Departament le 
consta al menos en el momento de la constitución de la 
Comisión Negociadora, que esta asociación tuviere la 
representatividad que exige el párrafo primero del art. 
87.3.c) del TRLET.» 

También a los efectos de lo dispuesto en el párrafo segundo 
del art. 87.3.c) de la norma citada , tanto PIMEC como 
FOMENT, tienen la representación que este exige en el 
ámbito de la CCAA, tanto para negociar, formar parte de la 
comisión negociadora, como para concluir acuerdos de 
eficacia general. 

Que se retirase de la comisión negociadora PIMEC en los 
términos que quedaron acreditados, no determina 
necesariamente que FOMENT no pudiera alcanzar ese 
Acuerdo pues ostenta legitimación para ello conforme al art. 
87.3 c) párrafo segundo del ET. A PIMEC no se le impidió 
formar parte de la comisión negociadora, ni en ningún 
momento fue expulsada de la misma, sino que fue dicha 
patronal quien decidió libremente no aceptar el previo 
acuerdo alcanzado en la mediación entre FOMENT y UGT 
y CCOO, razón por lo que seguidamente decidió 
(auto)excluirse de la misma. 

Por ello, al ser subsumible la situación en el supuesto 
contemplado en el del párrafo segundo del art. 87.3.c) del 
TRLET, de conformidad con el art. 88.2. último párrafo del 
ET , el reparto de los miembros de la comisión negociadora 
se efectuó en proporción a la representatividad, ateniendo 
al ámbito territorial del convenio colectivo que se estaba 
negociando. En definitiva, que PIMEC decidiera no formar 
parte de la comisión negociadora por discrepar de su 
reparto, no puede impedir que la única asociación 
empresarial que la constituyó, a saber, FOMENT, pudiera 
alcanzar ese acuerdo. 

En el presente caso, la composición de la mesa 
negociadora se acomodó a los parámetros de 
representación, y no se ha probado dato del que se infiera 
que haya resultado desproporcionada o irrazonable. En la 
sentencia de instancia, con rotundidad, se afirma que «es 
notorio» que FOMENT tiene mayor representatividad que 
PIMEC. En consecuencia, como concluye acertadamente 
la sentencia recurrida, el hecho de que PIMEC alegase 
que proporcionalmente no estaba bien constituida, 
exigiendo la paridad en el reparto de miembros, no es un 
hecho que permita entender que no se obtuvieron los 
votos necesarios para que el Acuerdo alcanzado proyecte 
eficacia general, cuando abandonó la comisión y sus votos 
en contra de ningún modo podrían haber alterado dicho 
resultado. 

Los razonamientos precedentes llevan a la Sala a 
desestimar el recurso de casación interpuesto por PIMEC, 
(Petita i Mitjana Empresa de Catalunya) y a confirmar y 
declarar la firmeza, de la sentencia la sentencia núm. 
44/2023 de 19 de diciembre dictada por la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, en 
procedimiento de impugnación de convenios colectivos 
(autos núm. 38/2023). 
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5. NEGOCIACIÓN COLECTIVA 
 

COYUNTURA DE LOS CONVENIOS COLECTIVOS  
 

La última actualización de la Estadística de convenios 
colectivos incorpora datos de los convenios registrados 
hasta el 28 de febrero de 2026. Según estos últimos datos 
publicados, los convenios firmados en 2025 fueron 1.226 
cuyos efectos económicos podían iniciarse antes de ese 
ejercicio, en el año 2025 o con posterioridad. En los dos 
meses iniciales de 2026, se han firmado 36 convenios.  

Respecto a la negociación colectiva según efectos 

económicos, en 2025 el número de convenios colectivos 

fue 3.797, que afectan a 1.191.027 empresas y a 

11.406.124 trabajadores. Estas cifras son inferiores a las 

de los ejercicios completos anteriores, puesto que quedan 

por firmar convenios con efectos económicos en 2025. 

Acerca de los dos primeros meses de 2026, el número de 

convenios alcanzan 2.098, que afectan a 688.933 

empresas y a 7.155.139 trabajadores. 

Cabe recordar que 2023 es el último año con datos 

definitivos y que los datos posteriores son provisionales. 

En cuanto a qué parte de la negociación colectiva de los 

años posteriores a 2023 está contenida o pendiente de 

incluir en la Estadística de convenios, una aproximación se 

obtendría de la comparación de los convenios y los 

trabajadores de ese año con los datos provisionales de los 

años siguientes, como se aprecia en el cuadro adjunto. 

El aumento salarial pactado inicial en 2025 fue el 3,53%. 
Esta cifra se ha elevado hasta el 3,55%, con la incorporación 
del efecto de las cláusulas de salvaguarda salarial, que 
cubrieron al 32,9% de las personas trabajadoras.  

CONVENIOS Y TRABAJADORES POR SECTORES 

  TOTAL Agrario Industria Construc- 

ción 
Servicios 

Convenios       

2023  5.162 82 1.969 134 2.977 

2024 P 4.569 70 1.840 116 2.543 

2025 P 3.797 57 1.504 99 2.137 

2026 P 2.098 18 831 70 1.179 

Trabajadores (miles)   

2023  12.965,3 508,5 2.784,1 908,2 8.764,5 

2024 P 12.772,4 423,1 2.658,6 1.007,0 8.683,7 

2025 P 11.406,1 417,5 2.185,8 1.191,5 7.611,3 

2026 P 7.155,1 88,9 1.338,3 936,3 4.791,7 

FUENTE: Estadística de convenios colectivos. Convenios y trabajadores por año 
de efectos económicos. Convenios registrados hasta 28 de febrero de 2026. 
P=Provisional. 

Según el ámbito funcional, en 2025 el aumento salarial 

inicial en los convenios de empresa fue inferior al de los 

convenios supraempresariales: 2,81%, frente a 3,57%. Las 

cláusulas de garantía salarial elevaron ambos incrementos 

hasta el 2,88% y el 3,59%, respectivamente. 

En cuanto a la jornada pactada, en 2025 se situó en 1.748,2 

horas, superior en 4,8 horas a la acordada en 2024. Según 

el ámbito funcional, la jornada fue de 1.712,1 horas en los 

convenios de empresa, 6,7 horas más que el año anterior, 

y de 1.750,4 horas en los supraempresariales, 4,5 horas 

más que en el ejercicio previo.  

Las inaplicaciones de convenios en 2025 fueron 340 y 

afectaron a 17.133 trabajadores. Ambas cifras son el mínimo 

de la serie histórica. Prácticamente la totalidad son 

descuelgues de convenios supraempresariales (95,6%), son 

acordadas en el período de consultas (87,4%). Básicamente 

se realizaron en el sector de los servicios y la construcción 

(46,8% y 32,4%, respectivamente) y en empresas con menos 

de 50 trabajadores (el 63,8%). 

Acerca del contenido de las inaplicaciones, en el 46,8% de 

los casos se alteró solo la cuantía salarial, aunque también 

se pueden modificar otras condiciones de trabajo o una 

combinación de ellas (ver cuadro adjunto). 
 

 

Para finalizar, la Estadística de convenios colectivos ha 
publicado la tasa de cobertura de la negociación colectiva a 
31 de diciembre de 2025, que se situó en el 92,4% (92,1% 
en 2024, 91,8% en 2023, 91,5% en 2022 y 91,2% en 2021).  

CONDICIONES DE TRABAJO INAPLICADAS 

Inaplicaciones depositadas en el período enero-diciembre de 2025 

 
INAPLICA-

CIONES 

TRABAJA-

DORES 

(%) 

TOTAL 340 100,0 

Cuantía salarial 159 46,8 

Cuantía salarial y Sistema de remuneración 41 12,1 

Sistema de remuneración 35 10,3 

Horario y distribución del tiempo de trabajo 20 5,9 

Jornada de trabajo 19 5,6 

Jornada trabajo y Horario y distribución del 
tiempo de trabajo 

18 5,3 

Cuantía salarial, Sistema remuneración y Mejoras 
voluntarias acción protectora Seguridad Social 

8 2,4 

Resto de casos 40 11,7 

FUENTE: Estadística de convenios colectivos. 
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A/ POR AÑO EFECTOS ECONÓMICOS (2) 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 P 2025 P 2026 P

Convenios (número)

Total 4.589 5.185 5.642 5.640 5.741 5.589 5.539 4.915 4.727 5.045 5.162 4.569 3.797 2.098

Empresa 3.395 4.004 4.493 4.471 4.555 4.413 4.384 3.849 3.640 3.867 3.943 3.413 2.790 1.562

Ámbito superior a la empresa 1.194 1.181 1.149 1.169 1.186 1.176 1.155 1.066 1.087 1.178 1.219 1.156 1.007 536

Convenios firmados en años anteriores 2.157 3.388 3.916 3.529 3.602 3.492 3.747 3.633 2.907 2.943 3.072 3.028 2.759 2.070

Convenios firmados en el año 2.010 1.473 1.260 1.584 1.629 1.629 1.458 766 1.213 1.381 1.633 1.191 1.017 28

Convenios firmados en años posteriores 422 324 466 527 510 468 334 516 607 721 457 350 21 0

Empre sa s (mile s)

Total 1.312,9 1.436,9 1.201,9 1.288,7 1.312,1 1.362,6 1.238,4 1.161,2 1.224,3 1.325,0 1.355,8 1.419,0 1.191,0 688,9

Ámbito superior a la empresa 1.309,5 1.432,9 1.197,4 1.284,2 1.307,6 1.358,2 1.234,0 1.157,3 1.220,7 1.321,2 1.351,9 1.415,6 1.188,2 687,4

Tra ba ja dore s (mile s)

Total 10.265,4 10.304,7 10.227,3 10.738,6 10.855,3 11.423,7 11.397,6 10.700,8 11.543,2 12.849,6 12.965,3 12.772,4 11.406,1 7.155,1

Empresa 932,7 867,2 846,9 804,3 822,8 857,7 921,2 787,8 807,0 850,4 905,6 804,2 672,5 372,0

Ámbito superior a la empresa 9.332,7 9.437,5 9.380,3 9.934,3 10.032,5 10.565,9 10.476,4 9.912,9 10.736,2 11.999,2 12.059,7 11.968,3 10.733,6 6.783,2

Convenios firmados en años anteriores 4.802,5 7.436,7 6.166,1 6.949,5 5.523,0 6.243,6 7.900,0 7.660,3 5.414,4 7.002,6 7.900,7 8.774,6 8.086,8 7.081,5

Convenios firmados en el año 4.940,0 1.999,1 3.166,0 2.665,3 3.917,6 4.361,6 2.790,3 1.319,6 4.348,0 3.701,4 4.130,9 2.835,2 3.258,0 73,6

Convenios firmados en años posteriores 522,9 868,9 895,2 1.123,8 1.414,7 818,5 707,4 1.720,9 1.780,9 2.145,6 933,7 1.162,6 61,3 0,0

Agrario * 644,1 743,8 677,3 657,5 686,4 693,2 494,7 564,2 469,5 514,2 508,5 423,1 417,5 88,9

Industria * 2.334,8 2.343,9 2.444,1 2.494,7 2.566,5 2.636,2 2.661,5 2.781,2 2.852,6 2.862,4 2.784,1 2.658,6 2.185,8 1.338,3

Construcción * 867,7 815,6 714,7 607,5 851,1 658,2 811,9 772,5 784,2 928,2 908,2 1.007,0 1.191,5 936,3

Servic ios * 6.418,8 6.401,4 6.391,2 6.978,8 6.751,2 7.436,1 7.429,5 6.582,8 7.436,9 8.544,7 8.764,5 8.683,7 7.611,3 4.791,7

Va ria c ión sa la ria l pa c ta da  inic ia l (%)

Total 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,2 1,7 1,5 3,0 3,6 3,3 3,5 2,9

Empresa 0,5 0,4 0,5 0,8 1,2 1,4 2,0 1,5 1,3 3,3 3,4 2,8 2,8 2,5

Ámbito superior a la empresa 0,5 0,5 0,7 1,0 1,5 1,7 2,3 1,8 1,5 3,0 3,6 3,3 3,6 2,9

    - Grupo de empresas 0,5 0,5 0,5 0,8 1,3 1,2 1,4 1,4 1,1 3,4 3,9 2,6 2,3 2,3

    - Sector provincial 0,6 0,6 0,8 1,0 1,5 1,8 2,0 1,5 1,5 3,2 3,6 3,1 3,2 2,9

    - Sector autonómicos 0,7 0,7 0,7 1,0 1,5 1,9 2,1 1,9 1,7 2,9 3,7 3,1 3,8 2,9

    - Sector nacional 0,4 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,7 2,0 1,3 2,8 3,5 3,9 3,8 2,9

Convenios firmados en años anteriores 0,7 0,5 0,6 1,0 1,2 1,5 2,1 2,0 1,6 2,6 3,2 2,9 3,4 2,9

Convenios firmados en el año 0,4 0,6 0,9 1,1 1,8 2,0 2,8 1,1 1,5 3,3 4,2 4,7 3,9 3,2

Convenios firmados en años posteriores -0,1 0,4 0,4 1,0 1,3 1,5 1,7 1,0 1,1 3,8 4,6 2,5 4,5 0,0

Sin cláusula de garantía salarial 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,8 2,3 1,7 1,4 3,0 3,8 3,2 3,8

Con cláusula de garantía salarial 0,6 0,7 0,8 1,1 1,5 1,6 1,8 2,0 1,5 3,0 3,1 3,6 3,0

Agrario * 0,6 0,7 0,7 0,8 1,1 1,3 1,7 2,0 1,9 3,0 3,6 3,2 2,7 2,7

Industria * 0,5 0,6 0,7 1,1 1,5 1,9 2,0 1,5 1,4 3,5 3,3 4,2 2,9 2,7

Construcción * 0,6 0,1 0,8 0,9 1,9 2,0 2,2 2,2 2,4 3,1 3,1 3,0 3,7 3,0

Servic ios * 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,4 1,7 1,3 2,9 3,8 3,0 3,7 3,0

Va ria c ión sa la ria l re visa da  (%)

Total 0,5 0,5 0,7 1,0 1,5 1,7 2,2 1,7 1,6 3,2 3,7 3,3 3,6 -

Empresa 0,6 0,4 0,5 0,8 1,2 1,4 2,0 1,5 1,6 3,5 3,5 3,0 2,9 -

Ámbito superior a la empresa 0,5 0,5 0,7 1,0 1,5 1,8 2,3 1,8 1,6 3,2 3,7 3,3 3,6 -

    - Grupo de empresas 0,6 0,5 0,5 0,8 1,4 1,3 1,5 1,4 1,2 3,4 4,0 2,8 - -

    - Sector provincial 0,6 0,6 0,8 1,0 1,5 1,8 2,0 1,5 1,6 3,5 3,7 3,1 - -

    - Sector autonómicos 0,7 0,5 0,8 1,1 1,5 1,9 2,1 1,9 1,8 3,0 3,8 3,1 - -

    - Sector nacional 0,4 0,5 0,7 1,0 1,5 1,7 2,7 2,0 1,6 3,0 3,6 3,9 - -

Convenios firmados en años anteriores 0,7 0,5 0,7 1,0 1,3 1,5 2,1 2,0 1,8 2,9 3,3 3,0 3,4 -

Convenios firmados en el año 0,4 0,6 0,9 1,1 1,8 2,1 2,9 1,1 1,6 3,5 4,2 4,7 4,0 -

Convenios firmados en años posteriores -0,1 0,4 0,4 1,0 1,3 1,5 1,7 1,0 1,2 3,8 4,6 2,6 4,5 -

Con cláusula de garantía salarial 0,6 0,7 0,9 1,2 1,5 1,7 1,8 2,0 2,8 4,1 3,4 3,7 - -

Agrario * 0,6 0,7 0,7 0,9 1,1 1,3 1,7 2,0 2,0 3,3 3,6 3,2 2,8 -

Industria * 0,6 0,6 0,7 1,1 1,5 1,9 2,0 1,5 1,7 3,9 3,6 4,3 3,0 -

Construcción * 0,6 0,1 0,8 0,9 1,9 2,0 2,2 2,2 2,5 3,1 3,1 3,0 3,7 -

Servic ios * 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,4 1,7 1,5 3,0 3,8 3,1 3,7 -

Cl.  ga ra ntía  sa la ria l (% tra ba ja dore s)

Total 25,8 17,1 12,5 12,3 17,7 17,9 18,5 13,1 13,4 16,0 21,0 33,7 32,9 41,0

Empresa 9,6 11,2 14,0 15,4 15,6 15,7 17,5 15,2 13,1 14,5 14,8 31,3 22,9 38,2

Ámbito superior a la empresa 27,4 17,6 12,4 12,0 17,8 18,1 18,6 12,9 13,4 16,1 21,5 33,9 33,5 27,0

Jorna da  a nua l (hora s)

Total 1.740,2 1.754,4 1.745,4 1.745,0 1.743,7 1.741,4 1.748,9 1.736,4 1.737,2 1.742,8 1.742,5 1.743,4 1.748,2 1.738,5

Empresa 1.706,5 1.705,6 1.706,0 1.711,4 1.718,8 1.712,8 1.711,9 1.713,4 1.705,7 1.700,4 1.697,9 1.705,4 1.712,1 1.704,3

Ámbito superior a la empresa 1.743,6 1.758,9 1.748,9 1.747,7 1.745,8 1.743,7 1.752,1 1.738,2 1.739,6 1.745,8 1.745,9 1.745,9 1.750,4 1.740,3

Ra tio e mpre sa s por c onve nio

Total convenios 286,1 277,1 213,0 228,5 228,6 243,8 223,6 236,2 259,0 262,6 262,6 310,6 313,7 328,4

Convenios ámbito superior a la empresa 1.096,7 1.213,3 1.042,1 1.098,6 1.102,5 1.155,0 1.068,4 1.085,7 1.123,0 1.121,5 1.109,0 1.224,5 1.180,0 1.282,4

Ra tio tra ba ja dore s por c onve nio

Total convenios 2.237,0 1.987,4 1.812,7 1.904,0 1.890,8 2.044,0 2.057,7 2.177,2 2.442,0 2.547,0 2.511,7 2.795,5 3.004,0 3.410,5

Convenios de empresa 274,7 216,6 188,5 179,9 180,6 194,4 210,1 204,7 221,7 219,9 229,7 235,6 241,0 238,1

Convenios ámbito superior a la empresa 7.816,3 7.991,1 8.163,9 8.498,2 8.459,1 8.984,6 9.070,4 9.299,2 9.876,9 10.186,1 9.893,1 10.353,2 10.659,0 12.655,1

Ra tio tra ba ja dore s por e mpre sa

Total convenios 7,8 7,2 8,5 8,3 8,3 8,4 9,2 9,2 9,4 9,7 9,6 9,0 9,6 10,4

Convenios de empresa 274,7 216,6 188,5 179,9 180,6 194,4 210,1 204,7 221,7 219,9 229,7 235,6 241,0 238,1

Convenios ámbito superior a la empresa 7,1 6,6 7,8 7,7 7,7 7,8 8,5 8,6 8,8 9,1 8,9 8,5 9,0 9,9

B/ CONVENIOS FIRMADOS 2022 2023 2024 P 2025 P 2026 P C/ INAPLICACIONES 2021 2022 2023 2024 2025 P 2026 P

Convenios 1.584 1.858 1.442 1.226 36 Número 559 557 573 553 340 107

   De nuevas unidades de negociación 382 362 335 332 13   Con acuerdo en período consultas (%)90,5 85,6 90,2 88,5 87,6 89,7

Trabajadores (miles) 3.966,2 4.449,7 3.568,0 3.606,8 84,0 Empresas afectadas 477 461 497 485 284 94

   De nuevas unidades de negociación 278,2 252,1 78,0 167,0 11,1 Trabajadores 26.923 21.797 26.257 21.045 17.133 5.104

PRINCIPALES INDICADORES LABORALES

CONVENIOS COLECTIVOS DE TRABAJO (1)

FUENTE: Estadística de convenios colectivos de trabajo ( https://www.mites.gob.es/es/estadisticas/condiciones_trabajo_relac_laborales/CCT/welcome.htm# ) y elaboración propia.

(1) Convenios registrados hasta el 28 de febrero de 2026. Datos acumulados de cada período. (2) Datos en negrita: sin información disponible actualizada en los avances mensuales de la

Estadística de convenios colectivos. Información provisional de  2024, 2025 y 2026. P=Provisional. * Ver apartado Coyuntura de los convenios colectivos  del Boletín.
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CONSEJOS DE RELACIONES LABORALES DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

ANDALUCÍA 

Consejo Andaluz de Relaciones Laborales (CARL), regulado por la Ley 4/1983, de 27 de 
junio,  ofrece una orientación sobre el convenio colectivo que pudiera ser de aplicación a una 
empresa en función de su actividad o actividades dentro del ámbito geográfico de Andalucía. 

Dirección: C/ Algodón, 1- Esquina Avda. de Hytasa - 41006 Sevilla 

Tfno.: 955066200    e-mail: carl.ceeta@juntadeandalucia.es 

En la página web del CARL se dispone de un Mapa de la Negociación Colectiva, que ayuda a 
determinar de forma automática el convenio colectivo aplicable siguiendo las pautas señaladas 
para ello. No tiene asumida la función consultiva de determinación del convenio colectivo de 
aplicación a una empresa en función de su actividad. 

ARAGÓN 

Consejo de Relaciones Laborales de Aragón, (artículo 17 del Decreto 112/2014, de 8 de julio, 
del Gobierno de Aragón, por el que se regula el Consejo de Relaciones Laborales de Aragón): 

Dirección: Paseo Fernando el Católico, 63-65 – Edif. Fernando el Católico - 50006 Zaragoza 

Tfno.: 976715923   e-mail: trabajo@aragon.es 

El Consejo de Relaciones Laborales de Aragón no tiene asumida la función consultiva relativa 
a la determinación del convenio colectivo que pudiera ser de aplicación a una empresa en 
función de sus actividades; función que es asumida por la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos. 

ASTURIAS 

Comisión Consultiva de Convenios del Principado de Asturias, del Decreto 114/2013, de 4 
de diciembre (BO del Principado de Asturias de 16 de diciembre)  

Dirección: Plaza de España, 1 - 33007 Oviedo (Asturias) 

Tfnos.: 696427323 - 985108257   e-mail: registroconvenioscolectivos@asturias.org 

La Comisión Consultiva de Convenios del Principal de Asturias no tiene asumida la función 
consultiva de determinación del convenio colectivo de aplicación a una empresa en función de 
sus actividad; función asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios 
Colectivos. 

ISLAS BALEARES 

Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de las Illes Balears ejerce funciones 
consultivas en relación con el planteamiento y determinación del ámbito funcional de los 
convenios colectivos de ámbito autonómico (artículo 2 del Decreto 51/2013, de 29 de 
noviembre, por el que se crea y regula la Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de las 
Illes Balears). 

Dirección: Plaza Son Castelló, 1 (Políg. Son Castelló) - 07009 Palma de Mallorca (Islas Baleares) 

Tfno.: 971178900    e-mail: ccccib@caib.es  

En su página web existe un procedimiento general de consultas, donde también se incluye 

información sobre los dictámenes emitidos. 

CANARIAS 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor de ningún organismo dependiente del Gobierno de Canarias; quedando, por lo tanto, dicha 
función viene asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Dirección: C/ Alicante, 1 - 35016 Las Palmas de Gran Canaria 

Tfno.: 928455869    e-mail: ajimmars@gobiernodecanarias.org 

CANTABRIA 

La función consultiva sobre el ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor del Consejo de Relaciones Laborales de Cantabria, conforme a lo establecido en el 
Decreto 19/2014, de 20 de marzo (BO Cantabria de 31 de marzo), por el que se modifica el 
Decreto 56/2010, de 2 de septiembre, de creación del Consejo de Relaciones Laborales de 
Cantabria (BO Cantabria de 10 de septiembre). A través de su Oficina de Información 
Sociolaboral, se ofrece una orientación sobre el convenio colectivo que pudiera ser de aplicación 
a través de los códigos CNAEs. 

Consejo de Relaciones Laborales de Cantabria 

Dirección: Pasaje de Peña, 4, Planta 3ª - 39008 Santander (Cantabria) 

e-mail: crlc@crlcantabria.es 

Por ello, la citada función consultiva es asumida por la Comisión Consultiva Nacional de   
Convenios Colectivos. 

CASTILLA-LA 
MANCHA 

Consejo Regional de Relaciones Laborales de Castilla-La Mancha, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 3 de la Ley 8/2008, de 4 de diciembre (DOCM de 17 de diciembre, 

https://www.juntadeandalucia.es/organismos/empleoempresaytrabajoautonomo/areas/relaciones-laborales/organos-dialogo/carl.htmll
mailto:carl.ceeta@juntadeandalucia.es
https://www.juntadeandalucia.es/empleoformacionytrabajoautonomo/mapaNegociacionColectiva/Inicio.action
https://www.aragon.es/-/consejo-de-relaciones-laborales
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=802829443838
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=802829443838
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=802829443838
mailto:trabajo@aragon.es
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/A_Informacion/A4_consultas.htm
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/A_Informacion/A4_consultas.htm
https://sede.asturias.es/bopa/2013/12/16/2013-22916.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2013/12/16/2013-22916.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2013/12/16/2013-22916.pdf
mailto:registroconvenioscolectivos@asturias.org
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/A_Informacion/A4_consultas.htm
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/A_Informacion/A4_consultas.htm
http://www.caib.es/sites/ordenaciolaboral/es/comision_consultiva_de_convenios_colectivos_de_las_illes_balears-65138/
http://www.caib.es/eboibfront/es/2013/8234/529014/decreto-51-2013-de-29-de-noviembre-por-el-que-se-c
http://www.caib.es/eboibfront/es/2013/8234/529014/decreto-51-2013-de-29-de-noviembre-por-el-que-se-c
http://www.caib.es/eboibfront/es/2013/8234/529014/decreto-51-2013-de-29-de-noviembre-por-el-que-se-c
http://www.caib.es/eboibfront/es/2013/8234/529014/decreto-51-2013-de-29-de-noviembre-por-el-que-se-c
mailto:ccccib@caib.es
http://www.caib.es/sites/ordenaciolaboral/f/186451
https://www.gobiernodecanarias.org/trabajo/relacioneslaborales/
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modificada por la Ley 6/2014, de 23 de octubre), ejercerá funciones consultivas mediante la 
emisión de informes y dictámenes no vinculantes respecto a las siguientes materias: 

a) Planteamiento y determinación del ámbito funcional de los convenios. 

b) La procedencia de un acuerdo de adhesión a un convenio colectivo en vigor. 

c) Interpretación de un convenio vigente en orden a determinar su ámbito funcional. 

Dirección: Avda. de Irlanda, 14 - 45005 Toledo 

Tfnos.: 925/265687-267975    e-mail: relacioneslaborales@jccm.es  

Para el ejercicio de dicha función consultiva, el citado organismo dispone de un canal permanente 
en el que el Servicio de Trabajo atiende las consultas de particulares y empresas sobre el ámbito 
funcional de los convenios colectivos en la Oficina de Atención Virtual Laboral. 

CASTILLA Y LEÓN 

Comisión de Convenios Colectivos de Castilla y León, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 15 del Decreto 14/2014, de 3 de abril, por el que se regula el Consejo Regional 
de Trabajo de Castilla y León, y los Consejos Provinciales de Trabajo, y se crea la Comisión de 
Convenios Colectivos de Castilla y León (BOCYL de 7 de abril), en el ejercicio de sus funciones 
consultivas, evacuará consultas mediante dictámenes e informes no vinculantes que se refieran 
a las siguientes materias: 

a) Planteamiento adecuado del ámbito funcional de un convenio colectivo que se pretenda negociar. 

b) La interpretación de un convenio colectivo vigente en orden a determinar su ámbito funcional de aplicación. 

c) Convenio colectivo de aplicación a una empresa en función de sus actividades. 

Dirección: C/ Francesco Scrimieri, 3, Planta 2ª - 47014 Valladolid 

Tfno.: 923296063    e-mail: comision.convenios@jcyl.es 

En la sede electrónica de la Junta de Castilla y León existe información sobre el procedimiento 
a seguir para plantear las citadas consultas. 

CATALUÑA 

Comissió de Convenis Collectius del Consell de Relacions Laborals de Cataluña, conforme 
al artículo 3 del Decreto 245/2013, de 5 de noviembre, sobre organización y funcionamiento de 
la Comisión de Convenios Colectivos del Consejo de Relaciones Laborales (DOGC de 7 de 
noviembre), ejerce funciones consultivas y de asesoramiento sobre las siguientes materias: 

a) Planteamiento adecuado del ámbito funcional de un convenio colectivo que se pretenda negociar. 

b) La posibilidad de adhesión a un convenio colectivo vigente. 

c) Interpretación de un convenio colectivo vigente con vista a determinar su ámbito funcional de 
aplicación. 

Dirección: Carrer de Sepúlveda, 148-150, Planta 1ª - 08011 Barcelona 

Tfno.: 932285656    e-mail: crl.treball@gencat.cat; crl.tsf@gencat.cat 

Para el ejercicio de la citada función consultiva, existe un enlace para plantear consultas sobre 
convenio colectivo aplicable. Igualmente, existe un enlace a los dictámenes emitidos en materia 
de convenio colectivo aplicable. 

EXTREMADURA 

La función consultiva sobre el ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor de ningún órgano u organismo de la Comunidad Autónoma de Extremadura; quedando 
dicha función asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Fundación de Relaciones Laborales de Extremadura 

Dirección: C/ Juan Pablo Forner, 1, Planta 3ª - 06800 Mérida (Badajoz) 

Tfnos.: 924303532 - 924310417    e-mail: informacion@frlex.es  

GALICIA 

Consello Galego de Relacións Laborais, regulado por la Ley 5/2008, de 23 de mayo (DOG de 
11 de junio de 2008), proporciona información sobre el convenio colectivo que pudiera ser de            
aplicación a una empresa o centro de trabajo situados en Galicia. 

Dirección: C/ Algalia de Abaixo, 24 -15781 Santiago de Compostela (La Coruña) 

Tfnos.: 981541601/02    e-mail: info.cgrl@xunta.gal 

En su página web se encuentra toda la información sobre cómo efectuar la correspondiente 
consulta, así como los criterios para su planteamiento.  

MADRID 

De conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 10 del Decreto 62/2014, de 29 de mayo, 
por el que se crea la Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de la Comunidad de Madrid 
(BOCM  de 30 de mayo), la Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de la Comunidad 
de Madrid ejercerá sus funciones consultivas evacuando consultas mediante dictámenes e 
informes no vinculantes sobre el ámbito funcional de los convenios colectivos, cuando las 
consultas se refieran a las siguientes materias: 
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a) El adecuado planteamiento del ámbito funcional de un convenio colectivo que se pretende negociar. 

b) La interpretación de un convenio vigente en orden a determinar su ámbito funcional de aplicación. 

Sin embargo, en estos momentos la función consultiva es asumida por la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos. 

MURCIA 

El Consejo Autonómico de Relaciones Laborales de la Región de Murcia, creado por el 
Decreto 33/2013, de 12 de abril (BO de la Región de Murcia de 16 de abril), no tiene atribuidas 
funciones consultivas en relación con el ámbito funcional de los convenios colectivos; quedando 
dicha función asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Dirección: C/ Alcalde Gaspar de la Peña, 1, Edif. CES - 30004 Murcia 

Tfno.: 968226091    e-mail: secretaria@fundaciónrlm.org  

NAVARRA 

La función consultiva no ha sido regulada a favor de ningún organismo de la Comunidad Foral 
de Navarra; quedando asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios 
Colectivos. 

Dirección General de Economía Social y Trabajo 

Servicio de Trabajo 

Dirección: Parque Tomás Caballero, 1, Edif.”Fuente del Príncipe II”, Planta 1ª-31005 Pamplona 

Tfno.: 848427948    e-mail: dgest@navarra.es  

PAÍS VASCO 

Consejo de Relaciones Laborales del País Vasco (Lan Harremanen Kontseilua), regulado 
en la Ley 4/2012, de 23 de febrero, de Consejo de Relaciones Laborales (BO del País Vasco 
de 5 de marzo), ofrece información sobre los convenios colectivos sectoriales que pudieran ser 
de aplicación en centros de trabajo ubicados en la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

Dirección: C/ Alameda Urkixo, 2, 3° Izqda. - 48008 Bilbao, Vizcaya 

Tfno.: 944792100/108    e-mail: crl-lhk@crlv.net 

Para ello, el citado Consejo de Relaciones Laborales del País Vasco ha desarrollado un 
formulario en su sitio web para plantear consultas sobre los convenios colectivos que podrían 
ser de aplicación    en centros de trabajo ubicados en la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

LA RIOJA 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor del Consejo Riojano de Relaciones Laborales (creado por el Decreto 19/2003, de 24 
de mayo, de la Consejería de Industria, Innovación y Empleo (BOR de 24 de mayo) ni de ningún 
otro órgano dependiente del Gobierno de la Rioja. 

Consejo Riojano de Relaciones Laborales 

Dirección: C/ Hermanos Hircio, 5 - 26006 Logroño (La Rioja) 

Tfno.: 941291555      e-mail: srv.relacioneslaborales@larioja.org 

Por ello, la función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos es asumida 
por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

COMUNIDAD 
VALENCIANA 

A pesar de las competencias consultivas que tiene atribuidas el Consell Tripartit per al 
desenvolupament de les Relacions Laborals i la Negociació Col·lectiva de la Comunitat 
Valenciana en el artículo 2 del Decreto 88/2013, de 5 de julio (DO Comunidad Valenciana de 8 
de julio), tales funciones no se refieren al ámbito funcional de los convenios colectivos, por lo 
que son ejercidas por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Dirección: C/ Navarro Reverter, 2 - 46014 Valencia 

Tfno.: 963869164   e-mail: consejotripartitocv@gva.es  

CIUDAD AUTÓNOMA 
DE CEUTA 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos es asumida por la 
Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

CIUDAD AUTÓNOMA 
DE MELILLA 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos es asumida 
por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 
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